
 
 

 

Coalición Contra la Impunidad  
CCI 

 
La Coalición Contra la Impunidad es una alianza de más de 55 organizaciones de la 
sociedad civil hondureña que bajo una relación horizontal ha venido realizando acciones 
orientadas a darle seguimiento a las recomendaciones que los órganos de tratados y los 
pares en el Consejo de Derechos Humanos han emitido para el cumplimiento y realización 
progresiva de los derechos humanos en el Estado de Honduras. 
 
Como resultado del seguimiento realizado por la CCI se han construido y presentado 
informes de seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones asumidas por el Estado 
de Honduras en el III Ciclo del Examen Periódico Universal. 
 
En este cuarto ciclo, reconocemos la disposición del Estado de incluirnos en los procesos 
consulta para la elaboración del informe de país y la participación en otros espacios de 
discusión sobre la situación de los derechos humanos en Honduras.  
 
El Estado de Honduras recibió en el tercer ciclo más de doscientas recomendaciones, con 
escasos avances en el cumplimiento de los mismos, y en este momento aprovechamos 
para dar relevancia a los siguientes: 
 
1. Sobre las recomendaciones respecto de fortalecer las instituciones nacionales de 

derechos humanos (Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, Mecanismo 
Nacional de Protección a Defensores, Defensoras, Periodistas, Comunicadores y 
Operadores de Justicia, Mecanismo Nacional de Protección Contra la Tortura, 
Secretaría de Derechos Humanos y Fiscalía Especial de los Derechos Humanos), 
hemos observado avances muy limitados e incluso retrocesos que ponen en una 
situación de mayor precariedad a defensores y defensoras de los derechos humanos, 
por lo que recomendamos renovar la recomendación para reforzar no solamente la 
operatividad de las instituciones nacionales de derechos humanos sino también su 
interrelación para crear una visión y acción de sistema.  

2.  Sobre la situación de los pueblos indígenas y afrodescendientes, se ha recomendado 
el establecimiento de mecanismos de consulta y denuncia para afrontar los desafíos 
que suponen las explotaciones mineras y de recursos naturales; en este caso 
observamos que no se han adoptado mecanismos efectivos para garantizar el derecho 



 
 

de los pueblos a la consulta previa, libre e informada. Ante esta situación 
consideramos renovar la recomendación para adecuar la política y la legislación 
nacional al contenido y alcance del convenio 169 y otros instrumentos que reconocen 
el derecho a participar en la toma de decisiones. 

3. Respecto de la recomendación que propone adoptar medidas para garantizar la 
independencia del poder judicial mediante normas claras y criterios objetivos para la 
carrera judicial, en particular para el nombramiento, el ascenso, la sanción 
disciplinaria y la destitución de los jueces, hemos observado que los escasos avances 
responden más a situaciones coyunturales y no a esfuerzos conscientes de Estado, por 
lo que consideramos oportuna la discusión y aprobación de una ley de carrera judicial 
y de consejo de la judicatura que refuerce la independencia en la actuación de jueces 
y magistrados. 

4. Finalmente en el tema de empresas y derechos humanos dirigida a Adoptar un plan de 
acción nacional para aplicar los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos, observamos un distanciamiento entre la declaración tanto del sector 
público como privado, respecto de las prácticas concretas que difieren del contenido 
y alcance de esos principios rectores, por lo que sugerimos recomendar la creación de 
un mecanismo independiente de verificación para el seguimiento a los actos de las 
empresas que entran en conflicto con la realización y protección de los derechos 
humanos. 


